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Marzo Once(11) de Dos Mil Veintidós (2022). 
 

INTROITO: 

No observándose causal que invalide lo actuado, procede el Despacho a resolver lo que en 

derecho corresponde sobre la Acción de Tutela presentada CINDY PAOLA MORALES 

MARTINEZ actuando en nombre propio contra SALUDTOTAL EPS por la presunta 

vulneración al derecho fundamental de SALUD, VIDA DIGNA, LEGALIDAD, 

PETICIÓN, IGUALDAD DIGNIDAD HUMANA.- 

ANTECEDENTES / HECHOS / PRETENSIONES: 

“PRIMERO: Que soy una madre de con un niño discapacitado con diagnóstico de TEA 

AUTISMO EN LA NIÑEZ, Retardo mental con deterioro del comportamiento, trastorno de 

la ansiedad, según diagnóstico médico. El cual se adjunta. 

 

SEGUNDO: Que mi núcleo familiar está conformado por 4 personas, mi esposo, mis dos 

hijos y mi persona, estamos ubicado en estrato 1 en la Calle 33 C No. 15 - 04 de Soledad. 

Mi núcleo familiar solo depende de los ingresos de mi esposo el cual es de $1.200.000 

Mensual. 

 

TERCERO: Que no recibo ayuda económica de más nadie, no resido pensión alguna. 

 

CUARTO: Que el hecho de que perciba un salario mínimo y este dentro del régimen 

contributivo, esto no quiere decir que tenga los medios económicos suficientes para sufragar 

los gastos de trasporte de mi hijo discapacitado a su IPS a recibir sus terapias, por esta 

razón, estoy interponiendo está acción constitucional, a fin de que sea usted señor juez, quien 

garantice, proteja y salvaguarde derechos fundamentales de mis hijos discapacitados. 

 

QUINTO: Que los gastos del núcleo familiar están conformados por los siguientes conceptos

SEXTO: Que el médico tratante le mando realizar terapias a la menor así: 
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OCTAVO: Que mi hijo recibe sus terapias en la IPS CISADDE en la ciudad de Barranquilla. 

NOVENO: Por todas estas razones señor juez, estoy interponiendo está acción 

constitucional a fin de que sea usted quien proteja y salvaguarde los derechos fundamentales 

y Constitucionales que le están vulnerando a mi hija Discapacitada 

DECIMO: Manifiesto al despacho que no poseo firma digital. 

PRETENSIONES 

Por las razones anteriormente expuestas solicito: 

PRIMERO: Se ordene el Amparo los derechos fundamentales Constitucionales vulnerados 

a mi hijo Discapacitado STEBAN DAVID PADILLA MORALES, como son SALUD, VIDA 

DIGNA, LEGALIDAD, PETICIÓN, IGUALDAD DIGNIDAD HUMANA entre otros. 

SEGUNDO: Se ordene en un término perentorio e improrrogable de 48 horas, a la entidad 

accionada SALUD TOTAL EPS, que realice los trámites administrativos a que haya lugar a 

fin de que se le asigne el medio de trasporte no medicalizado de manera integral a mi hijo, 

con el fin de que pueda asistir a la terapias ordenadas por el médico tratante en su IPS, y 

así poder mejorar su calidad de vida y hacerse la más digna debido a sus condiciones 

médicas, como son: controles médicos, citas médicas, juntas medicas de manera integral. 

TERCERO: Que de no autorizar u ordenar la asignación de dicho transporte, solicito se 

ordene el reconocimiento y pago o entrega de un auxilio económico por valor de $240.000 

mil pesos mensuales, para sufragar los gastos de trasporte de manera integral de mi hijo 

discapacitado y así poder llevarlo a sus citas médicas, controles médicos, terapias integrales 

y junta médica. 

ACTUACIONES PROCESALES 

Mediante auto de fecha, 24 de febrero de 2022 se procedió a ADMITR la presente acción 

constitucional y ordenar oficiar al parte accionado SALUDTOTAL EPS a fin de que rinda 

informa a los hechos expuestos. 

El día 04 de marzo de 2022, la accionada rindió el informe solicitado, señalando lo siguiente: 

“INEXISTENCIA DE VULNERACIÓN DE DERECHO FUNDAMENTAL Sea lo primero 

manifestar al Despacho que mi representada no ha vulnerado los derechos fundamentales 

de la parte accionante, en razón a que mi representada siempre ha autorizado todo lo que 

ha requerido el protegido menor, conforme a lo que reglamenta el Sistema General de 

Seguridad Social en Salud, por lo que estamos frente a una acción de tutela 

IMPROCEDENTE que debe ser denegada ante la inexistencia de vulneración de los 

derechos fundamentales reclamados.  
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A LAS PRETENSIONES SALUD TOTAL EPS-S S.A., se OPONE a las pretensiones de la 

acción de tutela que nos ocupa, no por capricho de la EPS-S, sino porque claramente lo 

solicitado no hacen parte del Plan de Beneficios en Salud, razón por la cual no corresponde 

solventar a mi representada, precisamente por el PRINCIPIO DE SOLIDARIDAD DEL 

SISTEMA GENERAL DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD QUE LE ASISTE A LOS 

REPRESENTANTES (PADRES) del menor, principio que no es más que los afiliados asuman 

con su peculio los servicios excluidos del Plan de Beneficios en Salud.  

Téngase en cuenta que es IMPROCEDENTE que a esta EPS-S se le solicite el transporte o 

suministro de auxilio económico para gastos de transporte, ya que esto sería condicionar a 

una entidad a cumplir con lo que le corresponde a los padres y núcleo más cercano, siendo 

servicios que no obedecen a una prestación en salud y que por el contrario buscan 

descentralizar y subrogar la responsabilidad de los padres en torno a sus hijos, en razón a 

que esto obedecería a desviar los recursos del sistema en pretensiones caprichosas, quienes 

buscar llevar a su dependencia judicial a que se incurra en un yerro, ya que la menor cuenta 

con RED de apoyo familiar. 

ANTECEDENTES DE LA ACCIÓN DE TUTELA IDENTIFICACIÓN DE LA ACCIONANTE 

Y SU ESTADO DE AFILIACIÓN EN SALUD TOTAL EPS-S S.A:  

El presente caso corresponde al protegido menor STEBAN DAVID PADILLA MORALES, 

identificado con Registro Civil No. 1044656521, quien se encuentra afiliado en esta entidad 

bajo el régimen CONTRIBUTIVO, en calidad de BENEFICIARIO de su padre, quien registra 

como COTIZANTE DEPENDIENTE; contando con estado de afiliación ACTIVO en el 

Sistema de Seguridad Social en Salud de SALUD TOTAL EPS-S S.A., recibiendo servicios 

médicos plenos. Su padre y cotizante, señor LUIS CARLOS PADILLA ORTEGA, es cotizante 

dependiente de la empresa JERONIMO MARTINS COLOMBIA SAS, realizando aportes con 

un IBC de hasta $2.233.546, tal y como consta en lo siguiente:

 

MANIFESTACIONES DE SALUD TOTAL EPS-S S.A., FRENTE A LOS HECHOS Y 

PRETENSIONES DE LA ACCIÓN DE TUTELA: 
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 Una vez somos notificados de la presente acción de tutela, procedimos a realizar una 

auditoría del caso a través de nuestro EQUIPO MEDICO JURIDICO en aras de dar mayor 

claridad al Despacho y ejercer nuestro derecho de defensa en debida forma; las resultas de 

dicho estudio nos permiten informar: Se evidencia primeramente que el menor protegido 

STEBAN DAVID PADILLA MORALES, ha venido siendo atendido por parte de nuestra EPS-

S y su red prestadora de servicios para el tratamiento de sus patologías de manera 

ADECUADA, OPORTUNA y PERTINENTE, de conformidad a lo que indican las normas y 

guías de atención; y de acuerdo a lo que determinan sus galenos tratantes por lo que 

revisamos la tutela en mención, constatando si lo solicitado está o no fundamentado, razón 

por la cual nos permitimos manifestar primeramente que SALUD TOTAL EPS-S S.A., le ha 

venido generando todas las autorizaciones que ha requerido, demostrando que no existen 

barreras de acceso a la prestación de servicios de salud. Ahora bien, atendiendo a la 

solicitud puntual del accionante, se procede a realizar las verificaciones y los trámites 

administrativos correspondientes al caso y una vez se evaluó la pertinencia de lo solicitado, 

tenemos para informar que:  

FRETE A LA SOLICITUD DE TRANSPORTE NO MEDICALIZADO O AUXILIO 

ECONÓMICO POR GASTOS DE TRANSPORTES: Es pertinente manifestar al Despacho 

que no es procedente lo solicitado, ya que esto sería condicionar a una entidad a cumplir 

con lo que le corresponde a los padres y núcleo más cercano, siendo servicios que no 

obedecen a una prestación en salud y que por el contrario buscan descentralizar y subrogar 

la responsabilidad de los padres en torno a sus hijos, en razón a que esto obedecería a 

desviar los recursos del sistema en pretensiones caprichosas, quienes buscar llevar a su 

dependencia judicial a que se incurra en un yerro, ya que la menor cuenta con RED de apoyo 

familiar. 

Como si fuera poco, es de saber que los transportes no se consideran servicios de salud, no 

están incluidos dentro del Plan de Beneficios, por lo que la EPS no está obligada a 

suministrarlos, tal y como lo expone la Resolución 2292 de 2021 en su ARTÍCULO 107 y 

108., que contempla:  

ARTÍCULO 107. TRASLADO DE PACIENTES. El Plan de Beneficios en Salud con cargo a 

la UPC cubre el traslado acuático, aéreo y terrestre (en ambulancia básica o medicalizada) 

en los siguientes casos: 1 movilización de pacientes con patología de urgencias desde el sitio 

de ocurrencia de la misma hasta una institución hospitalaria, incluyendo el servicio pre 

hospitalario y de apoyo terapéutico en unidades móviles. 2 entre IPS dentro del territorio 

nacional de los pacientes remitidos, teniendo en cuenta las limitaciones en la oferta de 

servicios de la institución en donde están siendo atendidos, que requieran de atención en un 

servicio no disponible en la institución remisora. Igualmente, para estos casos está cubierto 

el traslado en ambulancia en caso de contrarreferencia. El servicio de traslado cubrirá el 

medio de transporte disponible en el sitio geográfico donde se encuentre el paciente, con 

base en su estado de salud, el concepto del médico tratante y el destino de la remisión, de 

conformidad con la normatividad vigente. Asimismo, se cubre el traslado en ambulancia del 
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paciente remitido para atención domiciliaria si el médico así lo prescribe. Art. 108.- 

TRANSPORTE DEL PACIENTE AMBULATORIO. El servicio de transporte en un medio 

diferente a la ambulancia, para acceder a una atención incluida en el Plan de Beneficios en 

Salud con cargo a la UPC, no disponible en el lugar de residencia del afiliado, será cubierto 

en los municipios o corregimientos con cargo a la prima adicional para zona especial por 

dispersión geográfica. PARÁGRAFO. Las Entidades Promotoras de Salud -EPS- o las 

entidades que hagan sus veces igualmente deberán pagar el transporte del paciente 

ambulatorio cuando el usuario debe trasladarse a un municipio distinto a su residencia para 

recibir los servicios mencionados en el artículo 10 de este acto administrativo, cuando 

existiendo estos en su municipio de residencia la Entidad Promotora de Salud -EPS o la 

entidad que haga sus veces no los hubiere tenido en cuenta para la conformación de su red 

de servicios. Esto aplica independientemente de si en el municipio la Entidad Promotora de 

Salud -EPS- o la entidad que haga sus veces recibe o no una UPC diferencial. De acuerdo 

con la normatividad anterior estos servicios requeridos por el usuario pueden ser realizados 

en la ciudad de Barranquilla y son PROGRAMADOS CON ANTERIORIDAD, al igual que 

el usuario no se encuentra hospitalizado en una IPS. Adicional a lo anterior, debemos 

resaltar que ciudad de Barranquilla, no es reconocida como zona geográfica especial para 

PRIMA ADICIONAL DE LA UPC, razón por la cual este servicio de cobertura NO APLICA. 

También el MINISTERIO DE LA PROTECCIÓN SOCIAL, en diciembre 11 de 2011, emitió 

el siguiente Concepto Jurídico radicado con el Numero 17639, que hace referencia a los 

GASTOS DE TRANSPORTE O DESPLAZAMIENTO DE LOS ACOMPAÑANTES DEL 

PACIENTE:  

“Por cuanto estos NO HACEN PARTE DE LAS PRESTACIONES DEL POS DEL RÉGIMEN 

CONTRIBUTIVO, es viable que se reconozca el transporte del “El ejercicio de los derechos 

prestacionales consagrados en la Constitución, se subordina a la existencia de los recursos 

fiscales necesario para la prestación de los servicios correspondientes, así sea parcial y 

progresivamente. Por esta razón, los recursos disponibles deben usarse en forma racional y 

equitativa”. paciente, entendido este como cotizante o beneficiario, entre ciudades cuando 

el propósito es ser atendido por una actividad o procedimiento incluido en el POS, siempre 

y cuando se encuentre en un departamento en el que se reconozca la prima adicional a la 

UPC”. Es preciso aclarar en este punto que la H. Corte Constitucional en Sentencia T- 527 

de 1993, donde estableció respecto al deber de colaboración de la familia del paciente en su 

tratamiento: 6o. La racional utilización de los recursos destinados a la salud: “Lo anterior 

sitúa la atención de la salud en su exacta dimensión; no existen los recursos para prestar un 

servicio eficiente a toda la población”. “Partiendo de la insuficiencia descrita, es evidente 

que los recursos disponibles deben utilizarse en los casos en que realmente sea posible 

recuperar la salud”. Como contrapeso de los argumentos expuestos ut-supra, evidenciamos 

que los menores NO CUENTAN CON ORDEN MÉDICA QUE RESPALDEN SUS 

PRETENSIONES, NI CONTAMOS CON SOLICITUD INGRESADA A TRAVÉS DE LA 

PLATAFORMA MIPRES, LA CUAL FUE DISEÑADA POR EL MINISTERIO DE 

PROTECCIÓN SOCIAL PARA DARLE TRAMITES A LAS TECNOLOGÍAS FUERA DEL 
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PLAN DE BENEFICIOS EN SALUD COMO LA DEL TRANSPORTE SOLICITADO Y LAS 

TERAPIAS DOMICILIARIAS. 

 En materia de salud, la Corte ha entendido que se quebranta este derecho fundamental 

cuando la entidad encargada de garantizar su prestación se niega a brindarle al paciente 

todo medicamento, procedimiento, tratamiento, insumo y en general cualquier servicio de 

salud que requiera con necesidad para el manejo de una determinada patología, según lo 

ordenado por el médico tratante. Queda claro entonces que SALUD TOTAL EPS-S S.A., no 

ha negado servicio de salud alguno que haya sido ordenado por los profesionales adscritos 

a la red de prestación de servicios y por el contrario ha dispuesto TODOS los recursos 

necesarios para ofrecer la ATENCIÓN INTEGRAL en salud que requiere el afiliado bajo 

criterios de responsabilidad y racionalidad técnico-científica. SALUD TOTAL EPS-S S.A., 

SE ENCUENTRA PRESTANDO TODOS LOS SERVICIOS QUE REQUIERE EL 

PROTEGIDO COMO PODEMOS EVIDENCIAR POR LAS ORDENES AUTORIZADAS: 

Cabe mencionar que SALUD TOTAL EPS-S S.A., continuará prestando toda la atención 

medica que el protegido necesite para el tratamiento de sus patologías, como exámenes, 

terapias, suministro de medicamentos y en general la atención que sus casos requieran y que 

no han sido negados por esta EPS-S, ya que la Entidad que represento siempre está en 

procura del bienestar de sus usuarios, autorizando los servicios que se encuentren dentro 

del Plan de Beneficios en Salud y aquellos que sin estar incluidos en el PBS se demuestra 

efectivamente por los médicos tratantes que cumplen con las condiciones determinadas por 

el Gobierno Nacional para ser aprobadas por medio de la plataforma MIPRES, según sea 

el caso. 

Así las cosas, SALUD TOTAL EPS-S S.A., no ha vulnerado derecho fundamental alguno, ha 

garantizado y garantizará la prestación de los servicios de salud requeridos por nuestros 

protegidos y ordenados por los médicos tratantes de acuerdo con el cuadro clínico y a las 

patologías de los menores dentro de lo que cubre el Plan de Beneficios en Salud 

Dado lo anterior, solicitamos al Despacho se sirva DENEGAR la presente tutela, de acuerdo 

con lo arriba expuesto…”  

COMPETENCIA 

 

De conformidad con el artículo 37 del decreto 2591 de 1991, es competente para resolver de 

la tutela cualquier juez del lugar donde se surtan los efectos de la actuación impugnada, y 

como los efectos de la omisión en el presente caso tiene lugar en jurisdicción de este Juzgado, 

tenemos la competencia para conocer del asunto en primera instancia.  

 

 

CONCEPTO Y NATURALEZA DE LA ACCION DE TUTELA 

CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS LEGALES 
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La TUTELA es el mecanismo de protección de los derechos fundamentales introducido en 

nuestro ordenamiento jurídico por la Constitución de 1991, en cuyo artículo 86 preceptúa 

que se trata de una acción constitucional que puede ser interpuesta por cualquier persona, en 

todo momento y lugar, para reclamar ante los Jueces de la Republica la protección inmediata 

y efectiva de los derechos constitucionales fundamentales cuando estos resulten vulnerados 

o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares, 

en los casos establecidos en la ley. Sin embargo, de acuerdo con los artículos 6 y 8 del Decreto 

2591 de 1991, esta acción resulta improcedente, entre otras causales de improcedencia, 

cuando existen otros recursos o medios de defensa judiciales o administrativos para proteger 

los derechos fundamentales del accionante, como quiera que la acción constitucional de tutela 

tiene un carácter residual y subsidiario frente a otros recursos o medios de defensa 

administrativos o judiciales considerados principales, por lo que su objetivo no puede ser el 

de suplantarlos, salvo que se recurra a la tutela como mecanismo transitorio para evitar un 

perjuicio irremediable. La acción de tutela está reglamentada por los Decretos 2591 de 1991, 

306 de 1992 y 1382 de 2000. 

 

La acción de tutela se constituye en un mecanismo excepcional consagrada en el artículo 86 

de la Constitución Política de Colombia  

para la protección efectiva de los derechos fundamentales de las personas siempre que se 

vean vulnerados o amenazados por la acción u omisión de una autoridad pública o por los 

particulares en los casos expresamente señalados por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

La Constitución Política de Colombia no solo consagró en forma expresa un determinado 

número de derechos considerados como fundamentales ya antes reconocidos por 

organizaciones supranacionales, sino que además instituyó un mecanismo especial para 

brindarle protección jurídica a tales derechos cuando resulten violados o amenazados por la 

acción o la omisión de las autoridades públicas o de los particulares en los casos determinados 

en la ley. 

 

Conforme a lo dispuesto por el artículo 86 de la Constitución Política.  “Toda persona 

tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, 

mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su 

nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, 

cuando quiera que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión 

de cualquier autoridad pública.” 

 

Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, 

salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

 

La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela es procedente frente a los 

particulares encargados de la prestación de un servicio público o cuya conducta afecte o grave 

directamente el interés colectivo, o respecto de quien el solicitante se halle en estado de 

subordinación o indefensión. 

 

La acción de tutela consagrada en el artículo 86 del Estatuto Fundamental, ha sido establecida 

como un mecanismo de carácter excepcional que se encuentra encaminado a la protección 
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directa, efectiva e inmediata, frente a una posible violación o vulneración de los derechos 

fundamentales de los ciudadanos, bien sea por parte de las autoridades públicas, ya por la de 

particulares en los casos previstos en la ley. Tal como lo ha venido sosteniendo en múltiples 

oportunidades la Honorable Guardiana de la Constitución, esta acción constitucional no es 

procedente cuando quien la instaura dispone de otro medio de defensa judicial de su derecho, 

a menos que se instaure como un mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

Es decir, y en este sentido realizando una interpretación estricta de esta acción de tutela, es 

requisito indispensable la inexistencia de otro mecanismo idóneo de defensa judicial, a través 

del cual se pueda reclamar válida y efectivamente, la protección del derecho conculcado. Es 

por ello, que la Honorable Corte en múltiples oportunidades, ha resaltado el carácter 

subsidiario de esta acción constitucional, como uno de sus elementos esenciales. 

 

EL DERECHO FUNDAMENTAL A LA SALUD. REITERACIÓN DE 

JURISPRUDENCIA. 

  

4. La Constitución Política reconoce en su artículo 49 que la atención en salud es un servicio 

público cuya prestación es responsabilidad del Estado. De la misma manera, instaura la 

facultad de acceso de todas las personas “(…) a los servicios de promoción, protección y 

recuperación de la salud. Corresponde al Estado organizar, dirigir y reglamentar la 

prestación de servicios de salud a los habitantes y de saneamiento ambiental conforme a los 

principios de eficiencia, universalidad y solidaridad”[24]. 

 5. Al respecto, la Declaración Universal de Derechos Humanos estableció en su 

artículo 25 que “toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le 

asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, 

el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales 

necesarios (…)”[25]. En igual medida, el artículo 12 del Pacto Internacional de 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales[26] definió que “los Estados Partes en el 

presente Pacto reconocen el derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel 

posible de salud física y mental”[27]. 

  

En ese orden, en la sentencia T-760 de 2008 esta Corporación sostuvo que la salud 

es un derecho fundamental autónomo[28] “en lo que respecta a un ámbito básico, el 

cual coincide con los servicios contemplados por la Constitución, el bloque de 

constitucionalidad, la ley y los planes obligatorios de salud, con las extensiones 

necesarias para proteger una vida digna”[29]. 

  

6. El desarrollo legal de este derecho se resume en dos normas. Por un lado, la Ley 

100 de 1993, que reglamentó el Sistema General de Seguridad Social en Salud -

SGSSS- y determinó como principios[30] de esta estructura la universalidad, la 

eficiencia, la solidaridad, la integralidad, la unidad y la participación[31]. Por el otro, 

la Ley Estatutaria 1751 de 2015, que determinó su autonomía frente a otras 
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prerrogativas constitucionales e incluyó nuevos principios[32] a la esfera de este 

derecho fundamental, tales como la oportunidad, la continuidad, la interpretación pro 

homine y la interculturalidad. 

  

7. En vista de lo anterior, la jurisprudencia constitucional ha precisado que en virtud de los 

artículos 1º y 95 de la Constitución, a partir de la aplicación del principio de 

solidaridad, debe existir una mutua colaboración entre todos los intervinientes del sistema de 

seguridad social[33]. Esta contribución hace posible garantizar las contingencias individuales 

mediante un trabajo conjunto entre el Estado, las entidades encargadas de la prestación del 

servicio de salud y los usuarios. Por consiguiente, “los recursos del Sistema de Salud deben 

distribuirse de tal manera que todas las personas, sin distinción de raza, nacionalidad y 

capacidad económica, accedan al servicio de salud”[34]. 

8. El artículo 157 de la Ley 100 de 1993 consagra dos tipos de afiliaciones al sistema de 

seguridad en salud; el régimen contributivo y el régimen subsidiado. El primero esta creado 

para afiliar a quienes cuentan con capacidad de pago. El segundo, está pensado para cubrir a 

aquellas personas que no tengan oportunidad de cubrir la totalidad de las cotizaciones al 

sistema.  

9. En suma, el derecho fundamental a la salud comprende diferentes principios 

constitucionales, que se materializan en la posibilidad efectiva de acceder a todos los 

tratamientos, medicamentos e intervenciones que integren el Plan de Beneficios en 

Salud -PBS- con el propósito de asegurar el más alto nivel de salud de todas las 

personas. Tal garantía, supone que la concesión efectiva de la prestación de tales 

servicios a partir de las condiciones médicas particulares de quien los requiere, y que 

se sostiene ante al funcionamiento de un sistema de colaboración mutua entre 

ciudadanía y Estado. 

  

Del principio de integralidad 

  

10. Bajo la misma línea, la propia jurisprudencia de la Corte ha explicado que la prestación 

de los servicios médicos requeridos por una persona debe ser integral[35]. Así, el principio de 

integralidad se define en el artículo 8 de la Ley 1751 de 2015 de la siguiente forma: 

  

“Los servicios y tecnologías de salud deberán ser suministrados de manera completa 

para prevenir, paliar o curar la enfermedad, con independencia del origen de la 

enfermedad o condición de salud, del sistema de provisión, cubrimiento o financiación 

definido por el legislador. No podrá fragmentarse la responsabilidad en la prestación 

de un servicio de salud específico en desmedro de la salud del usuario. 
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En los casos en los que exista duda sobre el alcance de un servicio o tecnología de salud 

cubierto por el Estado, se entenderá que este comprende todos los elementos esenciales para 

lograr su objetivo médico respecto de la necesidad específica de salud diagnosticada”. 

  

La Sala Plena en sentencia C-313 de 2014 determinó que el artículo 8 establece 

obligaciones a terceros en relación con los elementos esenciales del derecho a la 

salud. En concordancia reiteró diferentes pronunciamientos que refuerzan su 

definición legal, en la medida en que este principio se refiere a “la necesidad de 

garantizar el derecho a la salud de tal manera que los afiliados al sistema puedan 

acceder a las prestaciones que requieran de manera efectiva, es decir, que se 

les otorgue una protección completa en relación con todo aquello que sea necesario 

para mantener su calidad de vida o adecuarla a los estándares regulares (…)”[36]. 

(Subrayado fuera de texto). 

  

11. Ahora bien, en dicha oportunidad se declaró inexequible el parágrafo del 

mencionado artículo, dado que, en este se establecía que los servicios y tecnologías 

de salud se debían asociar únicamente con “lo directamente relacionado” al 

tratamiento y el cumplimiento objetivo, preventivo o terapéutico de la persona. Para 

la Corte, estos términos conjugados de esa forma, podrían llevar a una interpretación 

que “comprometa la prestación de servicios usualmente discutidos en sede de 

tutela”, por ejemplo, el financiamiento del servicio de transporte. 

  

En esa decisión la Corte puntualizó que “(…) en el ámbito de la salud, la duda sobre 

el alcance del servicio o tecnología, puede desembocar en consecuencias letales 

para quien espera el servicio y, por ello, en esas circunstancias se impone brindar 

la atención necesaria. No es admisible que la incertidumbre sobre el efecto de un 

procedimiento, se resuelva con el daño a quien está pendiente del suministro del 

servicio o tecnología. Permitir esta última situación, quebranta los mandatos 

constitucionales de realización efectiva de los derechos, particularmente, atenta 

contra la dignidad humana y desconoce que el bienestar del ser humano es un 

propósito del sistema de salud”[37]. (Subrayado fuera de texto) 

  

Sobre esa base, la jurisprudencia constitucional ha precisado que el principio de 

integralidad funciona no solo a efectos de asegurar la prestación médica, sino 

además, para que la persona tenga a su disposición lo necesario para poder 

sobrellevar sus afecciones de salud, manteniendo su integridad y dignidad 

personal[38]. 

  

12. Como se puede evidenciar, el principio de integralidad consiste en garantizar 

todos los servicios médicos que se estimen necesarios para el restablecimiento de la 
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salud, ello en condiciones de calidad y oportunidad. De esta manera, recae sobre las 

empresas promotoras de salud el deber de no entorpecer los mencionados 

requerimientos médicos que terminen impidiendo de alguna manera el disfrute del 

derecho fundamental a la salud. 

  

EL SERVICIO DE TRANSPORTE COMO UN MEDIO DE ACCESO AL 

SERVICIO DE SALUD[39]. 

  

13. Con la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993[40] el servicio de transporte fue 

introducido en principio, en el parágrafo del artículo 2 de la Resolución 5261 de 

1994[41]. Según esta norma “(…) cuando en el municipio de residencia del paciente 

no cuente con algún servicio requerido, este podrá ser remitido al municipio más 

cercano que cuente con él. Los gastos de desplazamiento generados en las remisiones 

serán de responsabilidad del paciente, salvo en los casos de urgencia debidamente 

certificada o en los pacientes internados que requieran atención 

complementaria (…)”. Así, de manera inicial se trató de un asunto no incluido en el 

que se denominaba para ese entonces, Plan Obligatorio de Salud -POS-. 

  

No obstante, en sentencia T-1158 de 2001, la Sala Sexta de Revisión estudió un caso 

que involucraba a un menor de edad en situación de discapacidad cuya familia no 

contaba con los recursos económicos para sufragar su desplazamiento y acudir a 

controles de fisioterapia. La Corte encontró que, en aplicación del principio de 

accesibilidad, el servicio de transporte representa un medio que permite a la persona 

acudir a los servicios en salud. De ahí, que sea admisible ordenar vía tutela la 

concesión del servicio de transporte para que el paciente pueda acudir a los 

tratamientos requeridos, máxime en casos en los que sea necesario ejercer un trato 

preferente, como aquellos que involucre sujetos de especial protección 

constitucional[42], que además se hallen en dificultades económicas para sufragar el 

servicio. 

  

Posteriormente, la sentencia T-760 de 2008 retomó las reglas sentadas por la Corte de 

manera previa[43] y fijó que el servicio de transporte debe ser asumido por la EPS en aquellos 

eventos en los que (i) un paciente sea remitido en ambulancia por una IPS a otra, cuando la 

primera no cuente con el servicio requerido, (ii) se necesite el traslado del paciente en 

ambulancia para recibir atención domiciliaria bajo la responsabilidad de la EPS y según el 

criterio del médico tratante, y (iii) un usuario ambulatorio deba acceder a un servicio que no 

esté disponible en el municipio de su residencia y necesite ser transportado en un medio 

diferente a la ambulancia. 
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14. De tal forma, el desarrollo reglamentario del servicio de transporte continuó con 

el Acuerdo 08 de 2009[44] que sí realizó su inclusión al POS, pero únicamente para el 

caso de traslado de pacientes “que requieran de atención en un servicio no disponible 

en la institución remisora”. Es decir, para el evento en que el médico tratante 

encuentre que la persona solamente puede ser atendida por un prestador de mayor 

nivel siendo imperativo su traslado mediante ambulancia a fin de recibir la atención 

especializada del caso. 

Por último, mediante el Acuerdo 029 de 2011[45] se añadió frente a esta disposición que, 

cuando no se trate de pacientes ambulatorios y el servicio de transporte sea pertinente para 

acceder a un servicio o atención incluida en el POS, sin disponibilidad en el municipio de 

residencia de la persona, este deberá ser cubierto con cargo de la Unidad de Pago por 

Captación -UPC- correspondiente. 

  

15. Con la expedición subsiguiente de las Resoluciones 5521 de 2013, 5592 de 2015, 5269 

de 2017, 5857 de 2017, se sintetizaron las reglas relativas al traslado de pacientes. El acto 

administrativo más reciente, la Resolución 3512 de 2019 estableció en sus artículos 121 y 

122 lo relativo al servicio de transporte en las siguientes circunstancias: 

  

“Artículo 121. Traslado de pacientes. Los servicios y tecnologías de salud financiados 

con recursos de la UPC incluyen el traslado acuático, aéreo y terrestre (en ambulancia 

básica o medicalizada). en los siguientes casos: 

 1. Movilización de pacientes con patología de urgencias desde el sitio de ocurrencia 

de la misma hasta una institución hospitalaria, incluyendo el servicio prehospitalario 

y de apoyo terapéutico en ambulancia. 

 2. Entre IPS dentro del territorio nacional de los pacientes remitidos, teniendo en 

cuenta las limitaciones en la oferta de servicios de la institución en donde están siendo 

atendidos, que requieran de atención en un servicio no disponible en la institución 

remisora. Igualmente, para estos casos está financiado con recursos de la UPC el 

traslado en ambulancia en caso de contrarreferencia. 

 El servicio de traslado cubrirá el medio de transporte disponible en el sitio geográfico 

donde se encuentre el paciente, con base en su estado de salud, el concepto del médico 

tratante y el destino de la remisión, de conformidad con la normatividad vigente. 

Asimismo, se financia el traslado en ambulancia del paciente remitido para atención 

domiciliaria si el médico así lo prescribe. 
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Artículo 122. Transporte del paciente ambulatorio. El servicio de transporte en un 

medio diferente a la ambulancia para acceder a una atención financiada con recursos 

de la UPC, no disponible en el lugar de residencia del afiliado, será financiado en los 

municipios o corregimientos con la prima adicional para zona especial por dispersión 

geográfica. 

 Parágrafo. Las EPS o las entidades que hagan sus veces igualmente deberán pagar el 

transporte del paciente ambulatorio cuando el usuario deba trasladarse a un 

municipio distinto al de su residencia para recibir los servicios mencionados en el 

artículo 10 de este acto administrativo[46] o cuando existiendo estos en su municipio de 

residencia, la EPS o la entidad que llaga sus veces no los hubiere tenido en cuenta 

para la conformación de su red de servicios. Esto aplica independientemente de si en 

el municipio la EPS o la entidad que haga sus veces recibe o no una UPC diferencial”. 

(Subrayado fuera de texto) 

  

En complemento, la jurisprudencia constitucional fijó una serie de circunstancias en las que 

se debe prestar el servicio de transporte intermunicipal de pacientes así: 

  

“i. El servicio fue autorizado directamente por la EPS, remitiendo a un prestador de 

un municipio distinto de la residencia del paciente. 

  

ii. Ni el paciente ni sus familiares cercanos tienen los recursos económicos 

suficientes para pagar el valor del traslado. 

  

iii. De no efectuarse la remisión se pone en riesgo la vida, la integridad física o el 

estado de salud del usuario”[47]. 

  

16. De la misma manera, la EPS está en la obligación de asumir el traslado de un 

acompañante en los casos en que se verifique que el afiliado es totalmente 

dependiente de un tercero, necesita de atención permanente para garantizar su 

integridad física, y ni este o su núcleo familiar cuentan con la capacidad económica 

para asumir el costo adicional[48]. 

  

17. Esta posición jurisprudencial se sustenta en el principio de integralidad que 

pretende el acceso oportuno a los servicios y tecnologías de salud. De este modo, si 

bien el servicio de transporte no es una prestación médica, se trata de un medio que 

posibilita a los usuarios recibir los servicios de salud. Por ello, su ausencia puede 

llegar a afectar la materialización del derecho fundamental a la salud[49]. 
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El tratamiento integral en salud 

  

18. El tratamiento integral cubre el suministro de aquellas prestaciones médicas 

encaminadas a la recuperación del paciente, sin que sea admisible el fraccionamiento 

en la autorización de los medicamentos, controles y seguimientos, incluida la 

realización de intervenciones, procedimientos y exámenes, que el médico tratante 

considere indispensables para tratar las patologías de un paciente. En consideración, 

“las EPS no pueden omitir la prestación de los servicios de salud que supongan la 

interrupción de los tratamientos por conflictos contractuales o administrativos, e 

impidan el acceso de sus afiliados a la finalización óptima de los tratamientos”[50]. 

  

Sustentado en los principios de integralidad y continuidad, la concesión del 

tratamiento integral implica que el servicio de salud englobe de manera permanente 

la totalidad de los componentes que el médico tratante dictamine necesarios ya sea 

para el pleno restablecimiento de la salud o para mitigar las dolencias que impidan 

mejorar las condiciones de vida de la persona[51]. 

  

19. Su concesión vía tutela se otorga cuando el juez constitucional verifica una 

actuación negligente por parte de las entidades prestadoras del servicio de salud en el 

ejercicio de sus funciones. A la par que se compruebe, que el afiliado es un sujeto de 

especial protección constitucional y/o exhibe condiciones de salud extremadamente 

precarias[52]. Cuestión que también debe ajustarse a los siguientes presupuestos: “(i) 

la descripción clara de una determinada patología o condición de salud 

diagnosticada por el médico tratante, (ii) por el reconocimiento de un conjunto de 

prestaciones necesarias dirigidas a lograr el diagnóstico en cuestión; o por cualquier 

otro criterio razonable”[53]. 

  

20. Por lo tanto, se debe tener claridad del diagnóstico sobre el cual recae el 

tratamiento integral a fin de que se oriente en conceder las prestaciones que permitan 

conservar o restablecer la salud del paciente, al no tener cabida emitir órdenes 

indeterminadas ni reconocer prestaciones inciertas. 

4. Precisiones en relación con el cubrimiento de los gastos de transporte y viáticos para 

los pacientes y sus acompañantes y la cobertura del tratamiento integral, a través de la 

acción de tutela 

Existen insumos, procedimientos o servicios que pueden asegurar la materialización del 

derecho a la salud en sus diferentes facetas. En primer lugar, hay instrumentos que 

desarrollan el núcleo ambiental y social de la salud, permitiendo, por ejemplo, que la 

composición del agua, del aire o de los alimentos no atente contra la sanidad y salubridad 
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humana. En segundo lugar, se encuentran las tecnologías en salud para la prevención, 

paliación, la atención de la enfermedad en todas sus fases y la rehabilitación de las secuelas 

que afectan al individuo. Y, en último lugar, podríamos identificar a las prestaciones 

complementarias en salud, las cuales, si bien no garantizan prima facie la prevención, el 

cuidado, el tratamiento o la curación de una enfermedad, por contragolpe aseguran la 

consecución de tales fines, pues forman parte de un servicio integral que permite el acceso 

efectivo a distintas tecnologías en salud. 

De esta manera, si bien La Ley 100 de 1993[44] constituye, por un lado, la regulación a partir 

de la cual se han desplegado los derechos de los afiliados al Régimen de Seguridad Social en 

Salud y, por otro, las reglas conforme a las cuales dichos usuarios tienen acceso a un grupo 

de tecnologías en salud específicamente dispuestas en un plan de salud obligatorio[45], el 

marco legal existente no define una política pública que garantice con suficiencia y rigor la 

entrada a los servicios complementarios en salud que requiera la población. 

Así entonces, aunque por ejemplo la Resolución 5592 de 2015[46] precisó la forma en que 

los usuarios del Sistema de Salud tienen derecho a exigir el suministro y el acceso a las 

tecnologías en salud que están incluidas en aquel plan, no definió especialmente el 

procedimiento o un plan completo de manejo y acción para obtener la provisión focalizada y 

subsidiaria de los servicios complementarios en salud que el usuario no pueda alcanzar por 

sus propios medios. 

No obstante lo anterior y atendiendo a dicha disfuncionalidad, el juez constitucional 

reiteradamente ha aplicado ciertas reglas jurisprudenciales para garantizar en casos concretos 

el acceso a los servicios complementarios en salud que, a pesar de que no están incluidos en 

el Plan de Beneficios en Salud, aseguran la consecución de la prevención, el cuidado, el 

tratamiento o la curación de una enfermedad, pues hacen parte de un servicio integral que 

permite el acceso efectivo a distintas tecnologías en salud, razón por la cual, esta Corte ha 

indicado que se deben acreditar ciertos requisitos para determinar si es procedente, o no, su 

reconocimiento en sede de tutela[48]. 

Asimismo, en lo que concierne al suministro del tratamiento integral, cabe resaltar que el 

principio de integralidad en el acceso a los servicios de salud se exterioriza en la autorización, 

práctica o entrega de las tecnologías a las que una persona tiene derecho, siempre que el 

galeno tratante los considere necesarios para el tratamiento de sus patologías. De lo anterior, 

se desprende que "la atención en salud no se restringe al mero restablecimiento de las 

condiciones básicas de vida del paciente, sino que también implica el suministro de todo 

aquello que permita mantener una calidad de vida digna"[49]. 

En este sentido, siempre que exista claridad sobre el tratamiento a seguir según lo dispuesto 

por el médico tratante[50], el juez constitucional debe ordenar la entrega de todos los 

servicios médicos necesarios para conservar o restablecer la salud de la persona cuando la 

entidad encargada de ello no haya actuado con diligencia, poniendo así en riesgo sus derechos 

fundamentales. 
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Por lo anterior, se ha considerado que el suministro del tratamiento integral a través del 

amparo constitucional se debe sujetar: (i) a que la EPS haya actuado negligentemente en la 

prestación del servicio, y (ii) a que exista una orden del médico tratante especificando las 

prestaciones necesarias para la recuperación del paciente [52]. 

Sin perjuicio de lo anterior, aunque el juez de tutela debe velar por la garantía del derecho a 

la salud en sus diferentes núcleos o facetas, dicha protección, en cuanto a los servicios 

complementarios de salud concierne, no puede terminar constituyendo una flexibilización 

genérica del Plan Obligatorio de Salud, pues en principio, dicha política es ajena a la 

cobertura de actividades, intervenciones, insumos, medicamentos, dispositivos y 

procedimientos usados como servicios complementarios de salud. 

Así pues, una práctica generalizada y mecánica que está encaminada a obtener el suministro, 

por ejemplo, de pañales desechables, pañitos húmedos, sillas de ruedas, gasas, servicio de 

transporte y viáticos en los casos no previstos por el POS o cremas contra la pañalitis y las 

escaras, ha incentivado el uso de la acción de amparo constitucional con el fin de obtener el 

acceso a dichos insumos o servicios. Por este motivo, y teniendo en cuenta la ausencia de 

una política rigurosa que conlleva a las múltiples intervenciones del juez de tutela en este 

asunto, un monto significativo de recursos del Sistema de Seguridad Social termina 

sufragando distintos elementos o servicios complementarios en salud. 

Dicho lo anterior, el operador jurídico tendría la obligación de abordar cada caso en concreto 

y cada pretensión de este tipo en sede de tutela teniendo presente una visión panorámica o 

general de este fenómeno, con el fin de evitar (i) eventuales fugaz y malversaciones de 

recursos o (ii) la concesión de amparos y órdenes constitucionales cuyos efectos en los casos 

concretos se tornen confusas, bien sea porque, por ejemplo, cambian las circunstancias socio 

económicas del afiliado que dieron lugar al amparo, o la evolución de su estado de salud 

termina sustrayendo el fundamento empírico y fáctico que dio lugar a la orden del juez. 

De este modo, mientras no se fije una política especial en relación con el acceso a servicios 

complementarios en salud, y con el fin de atender el fenómeno y la disfuncionalidad atrás 

esbozada, el juez de tutela podría "garantizar una evaluación periódica de las circunstancias 

económicas y de salud que rodean al paciente y que afectan la necesidad del suministro del 

insumo o servicio"[53]. 

Lo anterior, ya que en todo caso el acceso a estos servicios complementarios en salud está 

permeado por una corresponsabilidad que involucra al sistema y, al menos de forma mínima 

o indirecta, al usuario, pues finalmente se trata de prestaciones que se proveen de forma 

focalizada y subsidiaria cuando el afiliado no puede acceder a su suministro por otro plan 

distinto que lo beneficie, cuando no pude costearlo directamente y cuando el servicio no 

puede ser sustituido por otro incluido en el POS. 

En lineamiento con lo dicho, el Plan de Beneficios en Salud vigente está definido 

íntegramente en la Resolución 5592 de 2015[54] y cobija a todos los afiliados al Sistema 

General de Seguridad Social en Salud, independientemente que estos se encuentren 

vinculados al régimen contributivo o subsidiado de salud[55]. En consecuencia, todos los 
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usuarios del Sistema de Salud tienen derecho a exigir el suministro y acceso a las tecnologías 

en salud que estén incluidas en aquel plan. 

En este orden de ideas, el acceso a cualquier actividad, intervención, insumo, medicamento, 

dispositivo, servicio o procedimiento que se encuentre incluido en la cobertura del Plan de 

Salud Obligatorio, debe ser garantizado por el sistema a los afiliados, de tal manera que la 

negación de tales tecnologías por parte de las Entidades Promotoras de Salud constituye una 

vulneración del derecho a la salud de las personas y, por tanto, la acción de tutela estaría 

llamada a garantizar la protección de dicho derecho fundamental. 

Así entonces, en relación con la cobertura del transporte o traslado de pacientes, el artículo 

126 de la Resolución 5592 de 2015 dispone que el Plan de Beneficios en Salud con cargo a 

la UPC cubre el traslado acuático, aéreo y terrestre (en ambulancia básica o medicalizada) en 

los siguientes casos: 

"?  Movilización de pacientes con patología de urgencias desde el sitio de 

ocurrencia de la misma hasta una institución hospitalaria, incluyendo el servicio 

prehospitalario y de apoyo terapéutico en unidades móviles. 

?  Entre IPS dentro del territorio nacional de los pacientes remitidos, teniendo en 

cuenta las limitaciones en la oferta de servicios de la institución en donde están 

siendo atendidos, que requieran de atención en un servicio no disponible en la 

institución remisora. Igualmente, para estos casos está cubierto el traslado en 

ambulancia en caso de contra referencia. 

El servicio de traslado cubrirá el medio de transporte disponible en el sitio 

geográfico donde se encuentre el paciente, con base en su estado de salud, el 

concepto del médico tratante y el destino de la remisión, de conformidad con la 

normatividad vigente. 

Asimismo, se cubre el traslado en ambulancia del paciente remitido para atención 

domiciliaria si el médico así lo prescribe". 

Igualmente, el artículo 127 de la citada Resolución establece: (i) que "[e]l servicio de 

transporte en un medio diferente a la ambulancia, para acceder a una atención incluida en 

el Plan de Beneficios en Salud con cargo a la UPC, no disponible en el lugar de residencia 

del afiliado, será cubierto en los municipios o corregimientos con cargo a la prima adicional 

para zona especial por dispersión geográfica[57]"; y (ii) que las EPS o las entidades que 

hagan sus veces "deberán pagar el transporte del paciente ambulatorio cuando el usuario 

debe trasladarse a un municipio distinto a su residencia para recibir los servicios 

mencionados en el artículo 10[58] de este acto administrativo, cuando existiendo estos en su 

municipio de residencia la EPS o la entidad que haga sus veces no los hubiere tenido en 

cuenta para la conformación de su red de servicios". 

De esta forma, se entiende que, salvo los casos arriba enunciados, los costos que se causan 

como consecuencia de los desplazamientos deben ser asumidos directamente por el paciente 
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o por su núcleo familiar. Sin embargo, esta Corte ha sostenido que cuando se presentan 

obstáculos originados en la movilización del usuario al lugar de la prestación del servicio que 

requiere, dichas barreras deben ser eliminadas siempre que el afectado o su familia no 

cuenten con los recursos económicos para sufragar el mencionado gasto, con el fin de que la 

persona pueda acceder de forma efectiva y real al servicio [59]. 

En esa medida, cuando el paciente  no tiene la capacidad para sufragar los gastos que le 

genera el desplazamiento y esa es la causa que le impide recibir el servicio médico, dicha 

carencia económica se traduce en una barrera para acceder al goce efectivo de su derecho a 

la salud, y por esa razón corresponde al juez constitucional enderezar su análisis en la 

observancia de los principios de integralidad y accesibilidad, toda vez que el respeto a esta 

garantía fundamental no solo incluye el reconocimiento de la prestación del servicio que se 

requiere, sino también su acceso material y oportuno;  motivo por el cual, cuando un usuario 

es remitido a una zona geográfica diferente a la de su residencia o a un lugar retirado de su 

domicilio para acceder a un servicio, pero ni él ni su familia cuentan con los medios 

económicos para hacerlo, esta Corporación ha exigido a las entidades promotoras de salud 

eliminar estas barreras y les ha ordenado asumir el transporte de la persona que se traslada, 

incluso con un acompañante, y, en los casos necesarios, sufragar el costo del alojamiento o 

la manutención en el los sitios a los cuales se desplazan. 

En lineamiento con lo anterior, la sentencia T-760 de 2008[60] explicó que "[s]i bien el 

transporte y hospedaje del paciente no son servicios médicos, en ciertos eventos el acceso al 

servicio de salud depende de que al paciente le sean financiados los gastos de 

desplazamiento y estadía en el lugar donde se le pueda prestar atención médica", pues todo 

individuo "tiene derecho a que se remuevan las barreras y obstáculos que impidan a una 

persona acceder a los servicios de salud que requiere con necesidad, cuando éstas implican 

el desplazamiento a un lugar distinto al de residencia, debido a que en su territorio no existen 

instituciones en capacidad de prestarlo, y la persona no puede asumir los costos de dicho 

traslado". 

En primer lugar, se ha considerado que la obligación de asumir el transporte de una persona 

se traslada a la EPS solamente en casos en los que "(i) ni el paciente ni sus familiares 

cercanos tienen los recursos económicos suficientes para pagar el valor del traslado y (ii) de 

no efectuarse la remisión se pone en riesgo la vida, la integridad física o el estado de salud 

del usuario[62]"[63]. Y, en segundo lugar,  se ha reconocido"la manutención cuando el 

desplazamiento es a un domicilio diferente al de la residencia del paciente, si se carece de 

la capacidad económica para asumir tales costos[64]"[65] o su familia no está en las 

condiciones de sufragar los mismos. 

Igualmente, si se comprueba que el paciente es "totalmente dependiente de un tercero para 

su desplazamiento"[66] y que requiere de "atención permanente para garantizar su 

integridad física y el ejercicio adecuado de sus labores cotidianas"[67], está obligación 

también comprenderá la financiación del traslado de un acompañante, siempre que ni él ni 

su núcleo familiar cuenten con la capacidad económica suficiente para financiar el traslado 

del acompañante. 
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No obstante, esta Corporación también ha ordenado que la entidades promotoras de salud 

suministren el traslado con acompañante a aquellas personas que si bien conservan una 

capacidad residual de independencia y no requieren supervisión permanente, son pacientes 

con dificultades en su desplazamiento por la edad o por hallarse en circunstancias de 

debilidad manifiesta como consecuencia de las secuelas generadas por los tratamientos 

recibidos[69]o de la situación de discapacidad que afrontan. 

Por otro lado, resulta de suma importancia señalar que también corresponde al juez de tutela 

evaluar si el requerimiento del servicio de transporte es pertinente y necesario con referencia 

a los supuestos fácticos y la situación particular de quien lo solicita. Esto, con el fin de 

garantizar que el medio de desplazamiento elegido sea adecuado, digno y se compadezca con 

la condición de salud particular, pues no todo tipo de transporte resulta idóneo para preservar 

el bienestar del paciente en la totalidad de los casos, o incluso, puede resultar peligroso, por 

la falta de acondicionamiento de los vehículos o por la propia masividad de su uso. 

Sobre el tema, si bien la Corte ha emitido numerosos fallos ordenando el servicio de 

transporte a pacientes que requieren traslados intermunicipales o dentro de la misma ciudad, 

en la mayoría de los casos no se ha hecho referencia explícita al medio de transporte que 

debe brindárseles, pues generalmente la concesión de este servicio ha estado ligada a las 

peticiones de los accionantes, que usualmente solicitan el cubrimiento de los gastos que les 

demanda el desplazamiento sin más particularidades o en medios ordinarios[71]. 

No obstante, esta Corporación también ha ordenado el cubrimiento de un servicio de 

transporte especial o con ciertas especificidades, en los eventos en que la condición del 

paciente lo exija. Así por ejemplo, en la sentencia T-346 de 2009[72] la Sala Segunda de 

Revisión de la Corte tuvo la oportunidad de pronunciarse sobre el caso de un niño en situación 

de discapacidad que requería ciertas terapias en una IPS de la misma ciudad, pero su 

madre  no podía costear el servicio de taxi. 

En esa oportunidad, la Corte justificó el suministro del transporte en taxi, entre otras razones, 

debido a que el menor no podía caminar por sí mismo, su madre lo debía alzar, pesaba 12 

Kilogramos, tenían que recorrer distancias muy largas entre su residencia y las instituciones 

que prestaban los servicios de terapia, pues vivían en el Barrio Suba Rincón de Bogotá;  El 

Instituto Franklin Delano Roosvelt estaba en la Carrera 4 Este Avenida Circunvalar  No. 17-

50; Kaanil Equinoterapia se encontraba en Siberia, vía Funza, Kilómetro 1, Vereda La 

Florida, Entrada Ganavi; y  La Corporación Clínica Universitaria Teletón se ubicaba en el 

Kilómetro 21 de la Autopista Norte. Motivo por el cual, tampoco era fácil conseguir 

transporte público para movilizarse de un punto a otro, los tiempos de recorrido eran muy 

largos y el niño no los soportaba. 

Igualmente, en otra ocasión la Sala Novena de Revisión conoció el caso de un ciudadano que 

padecía cáncer de próstata, requería el tratamiento de su enfermedad en Bogotá y para ello 

debía desplazarse desde Pasto. En esa oportunidad, se ordenó a la entidad demandada cubrir 

los costos por tiquetes aéreos y alojamiento, como quiera que por "(...) la ubicación y la 

naturaleza misma del cáncer que padece el accionante, un viaje por vía terrestre entre la 

ciudad de Bogotá y Pasto que corresponde a 798 Km y que en tiempo aproximadamente está 
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estipulado en 18 a 20 horas, (...) resultaría nefasto, para el tratamiento de su 

enfermedad  dando al traste con las intervenciones que se le practicaron en el Distrito 

Capital."[73]. 

En otras oportunidades, aunque esta Colegiatura no hubiera desarrollado dichos criterios de 

forma explícita para ordenar el traslado de un paciente en un medio especial, era apenas 

palmario cómo las condiciones propias de las personas impedían que se desplazaran en un 

medio corriente, como bus urbano o interurbano, y de ahí que fuera determinable su 

necesidad. 

Al respecto, en la sentencia T- 206 de 2008[74] la Corte tuvo la oportunidad de resolver la 

acción de tutela presentada por una paciente en lista de espera del grupo de trasplantes del 

Hospital Universitario de San Vicente de Paúl- Universidad de Antioquia, en la que solicitaba 

que, de existir un donante compatible, le fueran cubiertos los gastos de transporte aéreo de 

Barranquilla (ciudad de su residencia) a la ciudad de Medellín y viceversa. Aunque no se 

realizó consideración expresa sobre la modalidad del transporte que debía brindársele, era 

posible inferir que por las circunstancias propias que atravesaba la paciente y por la delicada 

intervención que habría de practicársele, era necesaria su concesión, pues el traslado aéreo, 

en comparación con la demora y mucho menor reposo que ofrece un vehículo terrestre, era 

el medio más adecuado a su estado de salud. 

Así las cosas, ante la pretensión de un medio especial de traslado y unas condiciones médicas 

que así lo justifiquen y tengan la virtud para determinar que el mismo es necesario, es viable 

que el juez constitucional se pronuncie y ordene el suministro del tipo adecuado de transporte 

que requeriría el paciente para su movilización. Sin embargo, ello "no quiere decir que ante 

cualquier incomodidad o molestia del afiliado deba cambiarse el medio de transporte 

proporcionado a uno de características especiales, pues en virtud del principio de 

solidaridad, los usuarios del sistema de salud deben soportar determinadas cargas cuando 

sus condiciones así se lo permiten y no abusar del mismo, procurando obtener privilegios o 

excesos por apenas una inconformidad con la forma ordinaria en que se procura el servicio. 

En tal sentido, la concesión de un medio específico de transporte no puede depender de un 

criterio de incremento de confort, sino que debe examinar las condiciones reales del 

enfermo, en orden a determinar si las calidades del desplazamiento son una carga soportable 

en su estado o si por el contrario constituyen una exigencia intolerable y que puede 

comprometer su salud física o mental"[75]. 

ANALISIS DEL CASO CONCRETO   

 

En el caso bajo estudio, manifiesta el accionante que es una madre de un niño discapacitado 

con diagnóstico de TEA AUTISMO EN LA NIÑEZ, Retardo mental con deterioro del 

comportamiento, trastorno de la ansiedad, según diagnóstico médico. Que su núcleo familiar 

está conformado por 4 personas, su esposo e hijos, quienes dependen de los ingresos de su 

esposo el cual es de $1.200.000 Mensual. Que no recibo ayuda económica de más nadie, no 

recibe pensión alguna. 
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Que el médico tratante le ordenó realizar terapias al menor que recibe en la IPS CISADDE 

en la ciudad de Barranquilla. Que por todas esas razones señor juez, estoy interponiendo está 

acción constitucional a fin de que se proteja y salvaguarde los derechos fundamentales y 

Constitucionales que le están vulnerando a mi hija Discapacitada 

A su turno el accionado, manifiesta que no ha vulnerado los derechos fundamentales de la 

parte accionante, en razón a que ha autorizado todo lo que ha requerido el protegido menor, 

por lo que debe ser denegada ante la inexistencia de vulneración de los derechos 

fundamentales reclamados.  

Que se opone a las pretensiones de la acción de tutela, no por capricho de la EPS-S, sino 

porque claramente lo solicitado no hace parte del Plan de Beneficios en Salud, razón por la 

cual no corresponde solventar a esta, precisamente por el PRINCIPIO DE SOLIDARIDAD 

DEL SISTEMA GENERAL DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD QUE LE ASISTE A 

LOS REPRESENTANTES (PADRES) del menor, principio que no es más que los afiliados 

asuman con su peculio los servicios excluidos del Plan de Beneficios en Salud.  

Que es improcedente que a esta EPS-S se le solicite el transporte o suministro de auxilio 

económico para gastos de transporte, ya que esto sería condicionar a una entidad a cumplir 

con lo que le corresponde a los padres y núcleo más cercano, siendo servicios que no 

obedecen a una prestación en salud y que por el contrario buscan descentralizar y subrogar 

la responsabilidad de los padres en torno a sus hijos, en razón a que esto obedecería a desviar 

los recursos del sistema en pretensiones caprichosas, quienes buscar llevar a su dependencia 

judicial a que se incurra en un yerro, ya que la menor cuenta con RED de apoyo familiar. 

Que el menor se encuentra afiliado en esta entidad bajo el régimen CONTRIBUTIVO, en 

calidad de BENEFICIARIO de su padre, quien registra como cotizante dependiente en estado 

de afiliación ACTIVO en el Sistema de Seguridad Social en Salud de SALUD TOTAL EPS-

S S.A., recibiendo servicios médicos plenos. Que su padre es cotizante dependiente de la 

empresa JERONIMO MARTINS COLOMBIA SAS, realizando aportes con un IBC de hasta 

$2.233.546. 

Que, a la menor, se le han venido generando todas las autorizaciones que ha requerido, 

demostrando que no existen barreras de acceso a la prestación de servicios de salud. Ahora 

bien, atendiendo a la solicitud puntual del accionante, se procede a realizar las verificaciones 

y los trámites administrativos correspondientes al caso y una vez evaluaron la pertinencia de 

lo solicitado, exponen que el  transporte no medicalizado o auxilio económico por gastos de 

transportes no es pertinente porque eso sería condicionar a una entidad a cumplir con lo que 

le corresponde a los padres y núcleo más cercano, siendo servicios que no obedecen a una 

prestación en salud y que por el contrario buscan descentralizar y subrogar la responsabilidad 

de los padres en torno a sus hijos, en razón a que esto obedecería a desviar los recursos del 

sistema en pretensiones caprichosas, quienes buscar llevar a su dependencia judicial a que se 

incurra en un yerro, ya que la menor cuenta con RED de apoyo familiar. 
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De las pruebas obrantes dentro del plenario encuentra el despacho que efectivamente se trata 

de un menor con discapacidad, conforme a la historia clínica aportada por la accionante, tal 

como se puede cotejar dentro del pantallazo anexo a este fallo. 

 

Igualmente, el accionado aporta dentro de su contestación, relación de aportes del cotizante 

al sistema de salud de la accionada, donde funge como beneficiario el menor, esposo de la 

accionante.  (anexo al fallo) 
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La corte ha señalado innumerables veces que la obligación de asumir el transporte de una 

persona se traslada a la EPS solamente en casos en los que "(i) ni el paciente ni sus familiares 

cercanos tienen los recursos económicos suficientes para pagar el valor del traslado y (ii) de 

no efectuarse la remisión se pone en riesgo la vida, la integridad física o el estado de salud 

del usuario [62]"[63]. Y, en segundo lugar, se ha reconocido “la manutención cuando el 

desplazamiento es a un domicilio diferente al de la residencia del paciente, si se carece de 

la capacidad económica para asumir tales costos [64]"[65] o su familia no está en las 

condiciones de sufragar los mismos. 

Igualmente, si se comprueba que el paciente es "totalmente dependiente de un tercero para 

su desplazamiento"[66] y que requiere de "atención permanente para garantizar su 

integridad física y el ejercicio adecuado de sus labores cotidianas"[67], está obligación 

también comprenderá la financiación del traslado de un acompañante, siempre que ni él ni 

su núcleo familiar cuenten con la capacidad económica suficiente para financiar el traslado 

del acompañante. 

No obstante, esta Corporación también ha ordenado que las entidades promotoras de salud 

suministren el traslado con acompañante a aquellas personas que, si bien conservan una 

capacidad residual de independencia y no requieren supervisión permanente, son pacientes 

con dificultades en su desplazamiento por la edad o por hallarse en circunstancias de 

debilidad manifiesta como consecuencia de las secuelas generadas por los tratamientos 

recibidos [69] o de la situación de discapacidad que afrontan. 

Por otro lado, resulta de suma importancia señalar que también corresponde al juez de tutela 

evaluar si el requerimiento del servicio de transporte es pertinente y necesario con referencia 

a los supuestos fácticos y la situación particular de quien lo solicita. Esto, con el fin de 

garantizar que el medio de desplazamiento elegido sea adecuado, digno y se compadezca con 

la condición de salud particular, pues no todo tipo de transporte resulta idóneo para preservar 

el bienestar del paciente en la totalidad de los casos, o incluso, puede resultar peligroso, por 

la falta de acondicionamiento de los vehículos o por la propia masividad de su uso. 

Sobre el tema, si bien la Corte ha emitido numerosos fallos ordenando el servicio de 

transporte a pacientes que requieren traslados intermunicipales o dentro de la misma ciudad, 

en la mayoría de los casos no se ha hecho referencia explícita al medio de transporte que 

debe brindárseles, pues generalmente la concesión de este servicio ha estado ligada a las 

peticiones de los accionantes, que usualmente solicitan el cubrimiento de los gastos que les 

demanda el desplazamiento sin más particularidades o en medios ordinarios[71]. 

Así las cosas, ante la pretensión de un medio especial de traslado y unas condiciones médicas 

que así lo justifiquen y tengan la virtud para determinar que el mismo es necesario, es viable 

que el juez constitucional se pronuncie y ordene el suministro del tipo adecuado de transporte 

que requeriría el paciente para su movilización. Sin embargo, ello "no quiere decir que ante 

cualquier incomodidad o molestia del afiliado deba cambiarse el medio de transporte 

proporcionado a uno de características especiales, pues en virtud del principio de 

solidaridad, los usuarios del sistema de salud deben soportar determinadas cargas cuando 

sus condiciones así se lo permiten y no abusar del mismo, procurando obtener privilegios o 
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excesos por apenas una inconformidad con la forma ordinaria en que se procura el servicio. 

En tal sentido, la concesión de un medio específico de transporte no puede depender de un 

criterio de incremento de confort, sino que debe examinar las condiciones reales del 

enfermo, en orden a determinar si las calidades del desplazamiento son una carga soportable 

en su estado o si por el contrario constituyen una exigencia intolerable y que puede 

comprometer su salud física o mental"[75]. 

Encuentra el despacho, que se trata de una solicitud por parte de la accionante, donde 

pretende el traslado a una IPS para que su hija reciba las terapias ordenadas por su médico 

tratante, debido a su padecimiento. En ese sentido, la peticionaria adujo que no cuenta con 

los recursos suficientes, pese a que su esposo cuenta con unos ingresos en calidad de 

empleado dependiente, pero que esta no es razón para determinar que pueden sostener dicho 

gasto de transporte para la realización de las terapias de su hija, que de no ser aceptado el 

transporte no medicalizado se le suministre la suma de $240.000 pesos. Cabe resaltar que la 

accionante no expone que tipo de transporte es el utilizado para trasladar a su menor hija, ni 

el perjuicio que ante la no realización de estas terapias puede ocasionarle a su representada.  

La Corte ha señalado que las entidades promotoras de salud están llamadas a garantizar el 

servicio de transporte, cuando los pacientes se encuentren en las siguientes circunstancias: 

“(i) que el procedimiento o tratamiento se considere indispensable para garantizar los 

derechos a la salud y a la vida de la persona; (ii) que ni el paciente ni sus familiares cercanos 

tengan los recursos económicos suficientes para pagar el valor del traslado; y (iii) que de 

no efectuarse la remisión se ponga en riesgo la vida, la integridad física o el estado de salud 

del usuario”[49]. A lo anterior se ha añadido que: (iv) si la atención médica en el lugar de 

remisión exigiere más de un día de duración, se cubrirán los gastos de alojamiento y 

manutención[50]. 

  

De lo anterior se desprende que, si bien por regla general, y en aplicación del principio de 

solidaridad, el paciente y su núcleo familiar están llamados a asumir los costos necesarios 

para acceder a los servicios médicos pertinentes, existen circunstancias en las que, ante la 

ausencia de dichos medios, el sistema de salud debe proveer los servicios respectivos, para 

que los derechos a la vida, a la salud y a la integridad no se vean afectados en razón a barreras 

económicas. 

Ahora, de lo anteriormente transcrito, no advierte el despacho que, prima facie, resulte 

palmario que las condiciones propias de la accionante y su núcleo familiar impidan cubrir las 

necesidades básicas de transporte, que si bien es cierro esta aporta una relación detallada de 

gastos, igualmente, no es suficiente para determinar que se trate de un caso de precariedad 

económica, o que se esté ante un inminente peligro, tal como lo señala la corte como requisito 

de procedibilidad para otorgar el servicio de transporte. Por el contrario, la actora 

simplemente afirma que requiere el servicio de transporte por su situación económica, pero 

no expone la vulnerabilidad real de los derechos invocados por parte de la accionada, 

determinándose con esto, la improcedencia de la presente acción constitucional.  

No podemos basarnos en simples hipótesis a la hora de enfocar una vulneración de nuestros 

derechos fundamentales, mal haría el despacho en endilgar las responsabilidades que como 
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JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD, 

TRANSFORMADO TRANSITORIAMENTE A JUZGADO 

CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS 

MÙLTIPLES DE SOLEDAD POR EL ACUERDO 

PCSJA18-11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2018.- 

Constancia: El anterior auto se notifica por anotación en 
Estado No. ___ En la secretaría del Juzgado a las 8:00 A.M 

Soledad, 

 

__________________ 
LA SECRETARIA 

usuarios del sistema tenemos, a las entidades de salud, cuando no se demuestra que esta haya 

actuado con omisión, o con negligencia a la hora de prestar sus servicios. En el caso bajo 

estudio la accionante no muestra al despacho argumentos sólidos que hagan determinar la 

falta de ingresos económicos por parte de su núcleo familiar, y más aún cuando los ingresos 

bases del cotizante superan el $1.200.000 de que habla en su carta tutelar, no invoca la 

existencia de un perjuicio irremediable, como requisito de procedibilidad de la acción de 

tutela, o como una de las condiciones requeridas por la corte para ser beneficiario del servicio 

solicitado.  

Así las cosas, el despacho no tutelara los derechos invocados por el actor conforme a lo 

expuesto en la parte motiva de la presente providencia.  
 

 

En Mérito de lo expuesto, el JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD, 

TRANSFORMADO TRANSITORIAMENTE A JUZGADO CUARTO DE 

PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS MÙLTIPLES DE SOLEDAD POR EL 

ACUERDO PCSJA18-11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2018, administrando justicia 

en nombre de la República y por autoridad de la Constitución. 

 

RESUELVE: 

PRIMERO: NO TUTELAR la acción de tutela presentada para el amparo del derecho 

fundamental de SALUD, VIDA DIGNA, LEGALIDAD, PETICIÓN, IGUALDAD 

DIGNIDAD HUMANA., invocado por el accionante CINDY PAOLA MORALES 

MARTINEZ contra SALUDTOTAL EPS, conforme a lo expuesto en la parte considerativa 

de esta providencia. 

SEGUNDO: NOTIFÍQUESE este fallo a los interesados y al defensor del pueblo 

personalmente o por cualquier otro medio expedito 

 

TERCERO: DECLARAR que contra el presente fallo procede IMPUGNACIÓN, conforme 

a los artículos 31 y 32 del Decreto 2591 de 1.991.- 

 

CUARTO: SI no fuere impugnado el presente fallo, remítase la actuación a la 

HONORABLE CORTE CONSTITUCIONAL, en los términos y para los efectos del inciso 

2 del artículo 31 del Decreto 2591 de 1.991.-  

 

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE. 

 

 

 

MARTA ROSARIO RENGIFO BERNAL 

JUEZ  
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JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS MÙLTIPLES DE SOLEDAD POR EL 

ACUERDO PCSJA18-11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2018 

 

RADICACIÓN: 08758-40-03-005-2022-00108-00  

ACCIÒN DE TUTELA  

Accionante: CINDY PAOLA MORALES MARTINEZ 
Accionado: SALUDTOTAL EPS 

Carrera 21 Calle 20 Esquina Palacio de Justicia 

Telefax: 3885005 EXT. 4033 

www.ramajudicial.gov.co  

E-mail: j04prpcsoledad@cendoj.ramajudicial.gov 

Soledad – Atlántico.  Colombia 

 

SICGMA 
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